
A casi un año de la conmemora-
ción de los 50 años del Golpe de
1973, varios de los anuncios reali-
zados por el Presidente Gabriel
Boric no muestran un avance tan
expedito como se pudo esperar.

Recién el pasado martes ingresaron a la co-
misión de Constitución del Senado dos de las
iniciativas legales comprometidas y que fue-
ron celebradas por las agrupaciones de fami-
liares de detenidos desaparecidos y ejecuta-
dos políticos. Se trata de indicaciones al pro-
yecto que tipifica el delito de desaparición for-
zada y las indicaciones que buscan liberar en
algunos casos datos del informe Valech. Esto
último, explican desde el Ejecutivo, es bastan-
te más acotado de lo que se debatió hace un
año, y apuntaría a permitir el acceso de los tri-
bunales y del Plan Nacional de Búsqueda a los
antecedentes del informe: indican que no se
trata del levantamiento del secreto. De todos
modos, la idea de afectar la reserva del infor-
me ha sido profusamente criticada anterior-
mente, incluso de parte del expresidente Ri-
cardo Lagos, quien ha defendido la reserva de
la información por 50 años, según se compro-
metió en su momento.

El presidente de la comisión, senador Al-
fonso de Urresti (PS), señala que analizará las
iniciativas y que “son importantes en el marco
del compromiso presidencial de búsqueda.
Respecto a una nueva controversia por el se-
creto del informe, comentó que “el Presidente
lo acotó a requerimiento judicial y con el de-
bido resguardo de la confidencialidad, pero se
entiende que es un buen elemento para escla-
recer y para la investigación de la búsqueda
primero de los cuerpos y del destino de los de-
tenidos desparecidos, y establecer las investi-
gaciones judiciales”.

Distinta es la visión de Pedro Araya (ind.-
PPD), quien integra la misma comisión y dice
que tiene un compromiso personal con quie-

nes fueron torturados y presos políticos para
no levantar el secreto.

“Ese tema no es tan sencillo, tiene muchas
aristas que hay que ver con demasiado cuida-
do. Si se levanta, no hay ninguna garantía de
que eso efectivamente vaya a ser utilizado en
eso y no se termine conociendo el detalle de lo
que ocurrió. No he visto la propuesta, pero
creo que los tribunales siempre pueden pedir
información”.

Más allá de la controversia, desde el Con-
greso advierten que además podría restar un
largo proceso de trámite parlamentario.

Desde la Cámara, el presidente de la comi-
sión de Constitución, Miguel Ángel Calisto
(Demócratas), señala que “hay que analizar el
detalle de las propuestas, aunque creo que to-
do proyecto que venga a fortalecer la defensa
de los derechos humanos puede ser un aporte
en la medida que no tenga una carga ideológi-
ca. Sin embargo, quiero ser bien claro al seña-
lar que la prioridad de la comisión de Consti-
tución son los temas de seguridad, tomando
en cuenta la grave crisis que estamos vivien-
do. Si las iniciativas que va a presentar el Go-
bierno también tienen un enfoque en materia
de seguridad, estaremos disponibles para le-
gislar. Si se trata solo de dar una señal a su
sector, no contarán con nuestro apoyo”.

PLAN DE BÚSQUEDA

Tal vez el anuncio de mayor relevancia
realizado por el mandatario el año pasado
tuvo que ver con el Plan de Búsqueda, ini-
ciativa que, sin embargo, ha sido blanco de
algunos reparos desde agrupaciones ligadas
a derechos humanos.

Uno de los cuestionamientos apunta a la
adjudicación vía trato directo para ejecutar el
diseño del plan a la empresa Unholster, por
$619 millones. 

De hecho, el pasado 16 de agosto, cinco di-
putados comunistas enviaron un oficio al mi-

nistro de Justicia Luis Cordero señalando que
“resulta evidente, dada la naturaleza del Plan
de Búsqueda, que se debía realizar un proce-
so transparente de licitación que permitiera la
creación de la plataforma”, junto con solicitar,
entre otras cosas, que se indiquen los motivos
para decidir la realización de un trato directo
para la creación de la plataforma enmarcada
dentro del Plan de Búsqueda, y “se remitan, si
existen, las investigaciones sumarias o suma-
rios administrativos iniciados por la decisión
de efectuar un trato directo en esta materia”.

María Candelaria Acevedo (PC), una de las
parlamentarias firmantes, indica al respecto
que “tenemos conocimiento de que esta es
una organización que la maneja el Opus Dei;
entonces, creemos que el que se haya hecho
de esta manera, de trato directo, no nos pare-
ce, y menos si estamos hablando de una ONG.
Nosotros queremos saber cuál es la seguridad
que nos da que esa información”.

La misma parlamentaria valora la idea de
impulsar el plan pero expresa otros reparos.
Por una parte, plantea objeciones a un listado
oficial de víctimas basado en el Informe Ret-
tig, pues asegura que hay nuevos anteceden-
tes que pueden surgir y que no fueron recogi-
dos en su momento por desinformación, mie-

do o alejamiento geográfico.
Además, plantea que el plan no solo debe

circunscribirse a la búsqueda de restos o co-
nocer el paradero, sino también a encontrar
“las circunstancias en que fueron asesinados,
quiénes fueron los responsables, quién dio la
orden de asesinar, eso para nosotros, los que
estamos trabajando con las organizaciones de
DD.HH., es central”. 

Desde las agrupaciones, de hecho, han
enfatizado la idea de insistir en la entrega de
información por parte de exuniformados.

Otra medida que generó controversia fue la
inclusión, el año pasado, de siete nuevos luga-
res como “sitios de la memoria”. En ese mo-
mento hubo incomodidad en sectores cas-
trenses por el regimiento N°23 de Copiapó,
pues se argumentó que quedaría expuesto a
visitas y pondría en riesgo sus operaciones. El
pasado viernes, además, el coronel (r) de Ca-
rabineros, Iván Stenger, reclamó en Cartas al
Director de “El Mercurio” por la placa coloca-
da en la Comisaría de Ancud —otro de los lu-
gares de aquel listado— que aludía a que fue
Centro de detención y tortura pues, dijo, daba
a entender que los carabineros que allí cum-
plieron funciones entre 1973 y 1990 “fueron
autores de detenciones y torturas”. n

LAS DUDAS QUE PERSISTEN a un año de 
los anuncios por la conmemoración del Golpe

INICIATIVAS EN MATERIA DE DD.HH.:

Esta semana ingresaron al Congreso algunas de las
iniciativas presentadas en 2023, una de las cuales, el uso de
información reservada del Informe Valech, podría reavivar
una antigua controversia política. Desde la izquierda también
hay reparos al rumbo del Plan de Búsqueda. | G. MUÑOZ

Acto de 2023
por conmemora-

ción de los 50
años del Golpe.
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CUENTAN QUE

La reunión de la semana pasada entre
autoridades de las cancillerías de Chile y
Bolivia generó optimismo en círculos diplomá-
ticos de nuestro país, por cuanto implica una
reactivación de relaciones, sobre todo de cara
a una posible nueva ola migratoria desde
Venezuela.

Pero hubo un punto en la reunión, priorita-
rio para los bolivianos, que generó preocupa-
ción. Sobre todo en Arica.

Se trata del proyecto de reversa del oleo-
ducto Sica-Sica, instalación originada en el
Tratado de 1957, bajo el que Chile otorgó a
Bolivia en concesión dos terrenos en Arica,
uno de 13 hectáreas y otro de 3,5 hectáreas,
destinados a la operación y transferencia de
hidrocarburos.

DE EXPORTAR 
A IMPORTAR

Históricamente La Paz ha usado el oleo-
ducto para exportar. Sin embargo, en los
últimos años su necesidad ha cambiado debido
a la situación interna. Así es como ahora
buscan también importar gasolina y diésel en
mayores cantidades, algo que ya han estudia-
do y que plantearon formalmente a Chile. 

Se trata de una medida que debe ser nego-
ciada entre ambos países. Y que prendió
algunas alarmas en Arica, donde se pidió
“reciprocidad”.

Por ejemplo, el senador por la zona José
Durana (UDI) envió una misiva al Presidente
Gabriel Boric pidiendo “que en reciprocidad se
instale una agenda que beneficie a Chile y a mi

región, instalando, por ejemplo, la importancia
económica y logística de reactivar el Ferroca-
rril Arica-La Paz, para lograr un mayor
desarrollo en el transporte de las cargas”.

Luego expresó que “no tiene estudios
ambientales, ni tampoco sabemos en qué
estado se encuentra su construcción. El Presi-
dente se ha comprometido conmigo en esta
reunión, donde estuvieron presentes parla-
mentarios y autoridades de gobierno, que
cualquier proceso de reconducción o negocia-
ción con Bolivia no va a ser a costa de Arica”.

Fuentes entendidas del Gobierno cuentan
que, de lograrse el acuerdo —que dependerá
de los estudios que haga Bolivia—, Chile se

podría ver beneficiado en que los trabajos
necesarios serían realizados, probablemente,
por empresas nacionales. Igualmente, dismi-
nuiría la presencia de camiones bolivianos
estacionados en Arica. Y, quizás, se podría
negociar la devolución del terreno que la
empresa petrolífera estatal boliviana tiene en
la ciudad y que actualmente no está en uso.

En las últimas semanas, el oleoducto ha
sido objeto de polémica pues, debido a las
marejadas y a la falta de mantenimiento
(correspondiente al Estado boliviano),
varios cargueros rusos que han llegado a
Arica no han podido realizar sus descargas
de combustible.

Las razones que tienen al oleoducto
Sica Sica en el debate Chile-Bolivia

En la Pontificia Universidad Católica (PUC) hay preocupación.
Testigos de cómo en los últimos años la Federación de Estudiantes
de la U. de Chile (FECh) y otras organizaciones estudiantiles han
quedado disueltas o desarticuladas producto del bajo interés que
despiertan los procesos para elegir a sus integrantes, los jóvenes de
la PUC saben que no están libres de estos problemas: el año pasado,
sin ir más lejos, el quorum ya fue un dolor de cabeza importante y la
posibilidad de que la elección no fuera válida estuvo sobre la mesa. 

En ese contexto fue que Catalina Jofré, alumna de Ingeniería
Comercial y presidenta de la federación, que hoy encabeza la Nueva
Acción Universitaria (NAU), dio a conocer propuestas que esta
semana revisó el Consejo Ejecutivo, instancia en que participan
representantes estudiantiles de las distintas unidades académicas de
la universidad. Se planteó realizar la primera vuelta de la elección los
días 8 y 9 de octubre y calendarizar para el 22 y 23 del mismo mes
el eventual balotaje, con el objetivo de que se vote en una época de
alta circulación en los campus para promover la participación. Adi-
cionalmente, se propuso facultar al Tricel para acordar la extensión
en un día adicional de las elecciones, en caso de no alcanzarse el
quorum mínimo estatutario para validar la elección. Este miércoles,
la propuesta fue votada y aprobada por el consejo. 

El nuevo calendario implica un ajuste en comparación, por ejem-
plo, a las fechas del año pasado, en que se votó entre fines de octu-
bre e inicios de noviembre. “A finales de año la gente ya no tiene
ganas de ir a la universidad porque empieza el período de exámenes
y se acaban las clases. Entonces, para llegar al 50% se hace muy
complejo para los candidatos, súper desastroso”, plantea Jofré. 

Entre los movimientos de la UC hay distintas visiones. “Creemos
que es más que nada una medida parche a un problema que es mu-
cho más profundo que esto, que es la adherencia y el cómo se sien-
ten representados los estudiantes con la política universitaria en su
conjunto”, señala Alonso Magaña, coordinador de Avanzar. 

ELECCIONES ANTICIPADAS Y
TERCER DÍA DE VOTACIÓN:
LA FEUC TOMA MEDIDAS
ANTE EL FANTASMA DE LA
FALTA DE QUORUM

Catalina Jofré, presidenta de la FEUC. 
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Bastante llamativo fue cuando la semana pasada, en
un debate, la candidata a alcaldesa del FA por Provi-
dencia, Macarena Fernández, expresó en un debate
que la administración de Cristián Labbé, alcalde du-
rante 16 años en Providencia, es “muy reconocida”.

Aparte del reto que recibió desde su partido, la
frase de Fernández volvió a poner en el tapete un
apellido estrechamente ligado a la comuna, tanto por
su gestión cómo por su historia polémica.

Más paradojal resultó por el hecho de que en esta
elección nuevamente habrá una representante de la
familia Labbé.

Se trata de la hija del exalcalde, Isabel, quien busca

ser parte del concejo municipal de la comuna, en cupo
UDI. Relacionadora pública y magíster en comunica-
ción política, con 32 años, es su segundo intento por
ser parte de la dinastía política de los Labbé —que
incluye a su hermano, diputado UDI, representante del
distrito 8—, pues en 2017 fue candidata a diputada
por San Bernardo.

Hoy por hoy, su rostro es uno de los que más se ve
en los volantes que se reparten en Providencia. Aunque
también hay información negativa pues, por ejemplo,
al lado del Costanera Center se han pegado carteles
que buscan funarla y la relacionan con el pasado de su
padre en el gobierno militar.

LA VIGENCIA DE LOS LABBÉ EN PROVIDENCIA

Isabel Labbé, candida-
ta a concejal.
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Depósitos del oleoducto Sica Sica, en la Región de Arica y Parinacota.
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